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Sentenciado: JOSÉ ALEXÁNDER ALFONSO MUÑOZ
Delito: Concierto para delinquir, homicidio y otro 


REDENCIÓN POR TRABAJO/ Imposibilidad de computar horas que sobrepasen las legalmente permitidas

“También se analiza que a fin con la certificación, ninguno de los meses de noviembre, diciembre y enero sobrepasaron los límites atrás establecidos. Pero el mes de octubre si fue objeto de sobre certificación – el máximo de horas que se le puede certificar a ese mes es de 216- ya que en el certificado Nº 16124878 tal mes fue reportado con el tope máximo legal permitido por mes para efectos de redención. Pero en el documento Nº 16200105 vuelve y se certifican otras 8 horas que sobrepasarían el legal permitido motivo por el cual  no pueden ser tenidas en cuenta y acorde a ello el total de horas legalmente reportado es de 624 horas, de las cuales 312 horas son objeto de redención, y ellas corresponden a 39 días.”

“(…) no le asiste razón al Juez de Ejecución para redimir un total de 36,5 días debido a argumentos sin soporte probatorio, tampoco le asiste razón al recurrente en el sentido que la redención es de 39,5 días por sobrepasar las certificaciones los límites legales (…) Ello conlleva a modificar la decisión en cuanto al tiempo otorgado como redención y conceder 39 días de tiempo redimido, acorde a la certificación (…) sin tener en cuenta esas 8 horas reportadas para el mes de octubre por ser extralegales.”

BENEFICIO ADMINISTRATIVO DE 72 HORAS/ Norma aplicable para la fecha en que acaecieron los hechos que dieron lugar a la condena/ Falta de cumplimiento del requisito de descontar el 70% de la pena al tratarse de asunto decidido por la justicia especializada 
“En ese orden, es claro, que como los hechos por los que fue condenado Hoyos Ramos, tuvieron ocurrencia el 23 de marzo de 2003, la norma aplicable no es otra distinta a la anteriormente transcrita, que contempla la posibilidad para los condenados por delitos de competencia de la justicia especializada, de acceder al permiso administrativo de hasta 72 horas, siempre y cuando, hubiesen descontando el 70% de la pena impuesta.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias C-708 de 2002 y C-387 de 2015. 
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ASUNTO 

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por el sentenciado JOSÉ ALEXÁNDER ALFONSO MUÑOZ en contra de las decisiones adoptadas por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, que le negó una redención de pena (interlocutorios del 7 de marzo y 12 de mayo de 2016) y la que le negó el beneficio administrativo de 72 horas, solicitado por el recluso para abandonar temporalmente el Establecimiento de Reclusión.
ANTECEDENTES PROCESALES

La Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Manizales, mediante providencia del 5 de marzo de 2012, condenó al señor JOSÉ ALEXÁNDER ALFONSO MUÑOZ y a otro sujeto conocido como  OSCAR ANDRES LOTERO ARIAS a la pena de 20 años de prisión al declararlos responsables de la comisión de los delitos homicidio agravado en concurso homogéneo, hurto calificado agravado y concierto para delinquir con fines de paramilitarismo.
El centro de reclusión remitió documentación del señor JOSÉ ALEXÁNDER el día 27 de enero al Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, con el propósito de lograr una redención de pena por labores de recuperación ambiental en áreas comunes, en los periodos comprendidos entre: a) el 01 de agosto de 2015 y el 31 del mismo mes y año, b) 01 al 30 de septiembre de 2016 y c) desde el primero al 30 de octubre de la misma anualidad.

Ante tal solicitud, el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad mediante proveído del 29 de febrero de este año resolvió reconocer 41 días para efectos de redención de la pena, acorde al certificado de computo N°16124870 del 10 de noviembre de 2015 en el cual se acreditó un total de 656 horas laboradas, equivalentes a 82 días de labores.

Mediante memorial presentado el 16 de febrero de 2016 el sentenciado solicitó la redención de su pena en el mismo periodo antes redimido y anexando los certificados de computo N°16124870 del 10 de noviembre de 2015 y 162000105, solicita se redima hasta el 31 de enero de 2016, por lo cual el juez que verifica el cumplimiento, mediante decisión del 7 de marzo hogaño, redimió 36.5 horas comprendidas entre los periodos del 1º de octubre de 2015 y hasta el 31 de enero de 2016. 
El solicitante presentó recurso de reposición y en subsidio de apelación en contra de la citada decisión, recursos que sustentó de la siguiente manera:
Argumenta que la orden de trabajo N°3596654 señala que su horario de trabajo correspondía a 8 horas diarias de lunes a sábado incluyendo festivos, que el certificado de cómputos por trabajo por lo meses de octubre de 2015 a enero de 2016 arrojaba un total de 632 horas que equivalen a 79 días de trabajo, con lo cual el tiempo redimido sería de 39,5 días y no de 36,5 horas como erradamente lo había tomado el despacho al no tener en cuenta los días sábados y festivos laborados dentro del periodo antes descrito.

El Juzgado mediante providencia del 12 de mayo resolvió no reponer la decisión en consideración a que el artículo 100 de la Ley 65 de 1993, no especificaba el número de horas que podían laborarse en esos días no hábiles, pero que el Decreto 1758 de septiembre de 2015, si era más específico en ese sentido en el artículo 2.2.1.10.1.6 lo cual se había tenido en cuenta en el auto recurrido debido a que -según lo manifiesta el A quo- se había logrado establecer que el interno había laborado 8 horas en octubre, 23 días hábiles en noviembre, 25 días en el mes de diciembre y 24 días en el mes de enero, lo cual arrojaba un total de tiempo laborado de 584 horas que le generaba una redención de pena de 36,5 días.  
El señor JOSÉ ALEXÁNDER ALFONSO MUÑOZ solicitó beneficio administrativo para abandonar temporalmente y sin vigilancia el establecimiento de reclusión por 72 horas, amparado en lo dispuesto por el artículo 147 de la Ley 65 de 1993 – Código Penitenciario y Carcelario-, y mediante interlocutorio del 17 de mayo de 2016, el señor Juez Cuarto de Ejecución de penas y Medidas de Seguridad, negó el permiso implorado. Para tal postura argumentó que el sentenciado no cumplía con los requisitos establecidos en el art. 147 de la ley 65 de 1993 por haber sido condenado por la Justicia Penal especializada y por ello debería haber purgado mínimo el 70 % de la pena impuesta para obtener dichos beneficios, como así lo establecía el artículo 68A antes de la reforma generada por la Ley 1709 de 2014. 

El sentenciado presenta recurso de apelación contra la decisión del 17 de mayo de 2016 ante la negatoria de la solicitud y en sustentación presentada el día 26 de mayo de 2016, manifestó que no compartía la decisión del fallador que le negó el beneficio por estar excluido por la Ley 1709 de 2014, a pesar de cumplir con todos y cada uno de los requisitos para que se le otorgará, para sustentar su decisión hace una transcripción desordenada de una providencia del Juez Segundo de Ejecución de Penas, la cual –sustentado en una decisión de este Tribunal, con ponencia del Dr. Jorge Arturo Castaño Duque – se infiere que tal requisito no debe ser aplicado debido a tres factores: l) el ámbito temporal de aplicación, debido a lo consagrado en el artículo 49
 de la Ley 509 de 1999, tiempo que transcurrió y al no haber sido objeto de revisión, ajuste o prorroga por el legislativo, el requisito del 70% perdió su validez, 2) vulnera el principio de progresividad de la sanción penal debido a ser más exigente el requisito requerido para el permiso por 72 horas –cumplimiento del 70 % de la condena- que el exigido para la libertad provisional –cumplimiento del 60% de la sanción- cuando este derecho es más liberatorio que aquel y 3) no estar la conducta de competencia del Penal especializado incluidas en las normas que contienen los injustos más graves y que no tienen  ningún tipo de prebenda, como lo son terrorismo, secuestro, secuestro extorsivo, extorsión y delitos sexuales contra menores de edad. Finalmente agrega que otros internos han sido beneficiados con tal permiso por parte del Juzgado Segundo de Ejecución de penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad. Con fundamento en lo anterior solicita a esta Sala se revoque la decisión y en su defecto se conceda el disfrute de dicho permiso.   
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
De acuerdo con lo estipulado en el artículo 33, numeral 6º de la Ley 906 de 2004, esta Corporación es competente para resolver el recurso de apelación impetrado por JOSÉ ALEXÁNDER ALFONSO MUÑOZ contra las decisiones asumidas por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.

Conforme a los puntos objetos del disenso los problemas jurídicos se circunscriben a establecer 1) ¿Existió una incorrecta apreciación probatoria al momento de otorgar la redención por trabajo? y 2) ¿Es viable conceder o no el beneficio administrativo de 72 horas al sentenciado?
Sobre la decisión que decide el término de redención de la sanción penal.

El beneficio de redención se estatuyó en la Ley 65 de 1993 en la cual se plasman las directrices que deben imperar en los centros de reclusión penitenciarios y carcelarios del país.

Al respecto el artículo 82 de la Ley 65 de 1993 determina que a los detenidos y a los condenados se les abonará un día de reclusión por dos días de trabajo, sin que se pueda computar más de ocho horas diarias de trabajo y 48 a la semana.

Dichas actividades deberán ser certificadas por el centro de reclusión tal y como lo atienden los artículos 81 y 96 de la ley en cita y serán estos certificados los que tenga en cuenta el Juez que verifique el cumplimiento para determinar qué porcentaje de pena es redimida por quien cumpla dichas actividades – entre otras que trae el Código Penitenciario y Carcelario-.

Para dar respuesta al cuestionamiento presentado es menester tener en cuenta que hay meses de 30 y de 31 días, salvo febrero que tiene 28 o 29, y como cada mes tiene 4 semanas y dos o tres días más, salvo febrero que es de 4 semanas completas o de ser bisiesto de 4 semanas y un día. De allí se parte que el máximo posible de horas reportadas para un mes de 30 días es de 208 horas y para una mensualidad de 31 será de 216.

Ahora bien, identifica este despacho que el certificado de cómputo Nº 16200105 reporta las siguientes horas de labores:

	Año/mes
	Horas

	2015/10
	8

	2015/11
	208

	2015/12
	208

	2016/01
	208

	Total horas
	632


Acorde con los máximos tiempos certificables atrás descritos, analiza este despacho que el mes de noviembre puede ser objeto de certificación por las 208 horas y los meses de diciembre y enero en una máxima de 216 horas. Información que se entrega acorde a la legalidad por parte del centro de reclusión.

También se analiza que a fin con la certificación, ninguno de los meses de noviembre, diciembre y enero sobrepasaron los límites atrás establecidos. Pero el mes de octubre si fue objeto de sobre certificación – el máximo de horas que se le puede certificar a ese mes es de 216- ya que en el certificado Nº 16124878 tal mes fue reportado  con el tope máximo legal permitido por mes para efectos de redención. Pero en el documento Nº 16200105 vuelve y se certifican otras 8 horas que sobrepasarían el legal permitido motivo por el cual  no pueden ser tenidas en cuenta y acorde a ello el total de horas legalmente reportado es de 624 horas, de las cuales 312 horas son objeto de redención, y ellas corresponden a 39 días.

No encuentra esta Sala un argumento lógico que conduzca a determinar que el certificado 16200105 demuestre un total de horas trabajadas de 584 como así lo indica la decisión recurrida, ya que no se vislumbra cual fue el soporte fáctico para pregonar que en el mes de noviembre el señor JOSÉ ALEXÁNDER ALFONSO laboró 23 días hábiles equivalentes a 184 horas, ello por cuanto es función de las autoridades penitenciarias servir de fedatarias de las actividades realizadas por los internos en términos de tiempo, con el propósito de llevar ese control y dar agilidad al proceso de redención de penas.  Por tal razón se debe realizar un llamado de atención al Juez para que situaciones como esta no vuelvan a presentarse ya que la redención se otorga a partir de dos presupuestos: i) una certificación apegada a la legalidad sobre las horas laboradas y ii) la constancia de buena conducta.  
Colofón de lo anterior no le asiste razón al Juez de Ejecución para redimir un total de  36,5 días debido a argumentos sin soporte probatorio
, tampoco le asiste razón al recurrente en el sentido que la redención es de 39,5 días por sobrepasar las certificaciones los límites legales- como atrás se aclaró-. Ello conlleva a modificar la decisión en cuanto al tiempo otorgado como redención y conceder 39 días de tiempo redimido, acorde a la certificación, 16200105 sin tener en cuenta esas 8 horas reportadas para el mes de octubre por ser extralegales.

Sobre la concesión del beneficio administrativo de las 72 horas 

En el presente caso se evidencia que el sentenciado solicitó el reconocimiento del referido permiso de hasta 72 horas, señalando el cumplimiento de los requisitos para ello establecidos, beneficio que fuera negado por el Juzgado de instancia atendiendo a que aún no había satisfecho el 70% de la pena que le fuera impuesta, en consideración a que fue condenado por un delito de competencia de Juzgados Penales del Circuito Especializado.

En efecto, nótese que el permiso administrativo de hasta 72 horas se encuentra regulado en el artículo 147 de la ley 65 de 1993. El texto original de ese artículo, en el numeral 5 establecía como uno de los requisitos, ‘no estar condenado por delitos de competencia de la justicia especializada’.

No obstante, fue modificado por el 29 de la Ley 504 de 1999, que consagró: ‘Haber descontado el setenta por ciento (70%) de la pena impuesta, tratándose de condenados por los delitos de competencia de los Jueces Penales de Circuito Especializados’.

En ese orden, es claro, que como los hechos por los que fue condenado Hoyos Ramos, tuvieron ocurrencia el 23 de marzo de 2003, la norma aplicable no es otra distinta a la anteriormente transcrita, que contempla la posibilidad para los condenados por delitos de competencia de la justicia especializada, de acceder al permiso administrativo de hasta 72 horas, siempre y cuando, hubiesen descontando el 70% de la pena impuesta.

De otra parte nuestra máxima autoridad constitucional en sentencia C - 708 de 2002, al considerar que si se ajustaba a la normativa constitucional el requisito establecido en el señalado  numeral 5º,  señaló que tal aspecto había sido analizado en anterior pronunciamiento, encontrando que éste al igual que los restantes presupuestos del artículo 147 de la Ley 65 de 1993, no presentaba contradicción alguna con la normativa superior, refiriendo que si bien en dicha providencia no se había hecho expresa manifestación con relación al artículo 13 de la Carta Política, el mismo se encontraba incluido dentro del estudio realizado, por haber sido un análisis integral del articulado. Allí se indicó:

“Las referidas normas, en su orden, se refieren al permiso por 72 horas que pueden obtener los condenados por delitos de competencia de los jueces penales del circuito especializado, cuando hayan descontado el 70% de la pena impuesta, así como a la circunstancia de que los condenados que se encuentren sindicados o condenados por hechos punibles cometidos durante el tiempo de reclusión no podrán gozar de los beneficios de establecimiento abierto.

No encuentra la Corte contradicción alguna entre las normas mencionadas y la Constitución. En tal virtud, serán declaradas exequibles. 

…Del análisis de dicho fallo se concluye que el estudio de la Ley 504 de 1999 se realizó frente a normas constitucionales, entre ellas el artículo 13 Superior, que es el fundamento del cargo que formula el actor en su demanda”. 

Y posteriormente la misma Corporación se declaró INHIBIDA de fallar sobre este numeral por ineptitud de la demanda, mediante Sentencia C-387-15 de 24 de junio de 2015, Magistrada Ponente Dra. María Victoria Calle Correa, pero respecto a su vigencia hizo claridad en el siguiente sentido:

“...) aunque existe controversia en torno a la vigencia de la norma demandada, se constató que la Corte Suprema de Justicia en algunas sentencias de tutela ha entendido que la modificación introducida al artículo 147 numeral 5º del Código Penitenciario en virtud de lo dispuesto por el artículo 29 de la Ley 504 de 1999 mantiene su vigencia, comoquiera que el artículo 46 de la Ley 1142 de 2007 amplió con carácter indefinido las normas incluidas en el capítulo IV Transitorio de la Ley 600 de 2000, es decir, las que regulan la justicia penal especializada. En atención a esta interpretación, la norma demandada continúa produciendo efectos lo que, en principio, habilita este Tribunal para pronunciarse sobre su constitucionalidad.”

 Ello aunado a que dicho requisito objetivo exigido por el legislador en tratándose de condenados por delitos de competencia de la justicia especializada, tiene plena vigencia, dado que a las normas contenidas en el Capítulo IV Transitorio de La Ley 504 de 1999, que regulaban lo concerniente a la justicia especializada, se les confirió carácter indefinido mediante el artículo 46 de la Ley 1142 de 2007.

Así lo ha venido reiterando la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, cuando sobre el tema, ha sostenido:

‘En esta oportunidad los despachos judiciales demandados negaron la petición del actor por considerar que no se verificaba el requisito objetivo, esto eso, no haber cumplido el 70 por ciento de la pena impuesta.

Esa determinación no resulta desproporcionada ni arbitraria porque se ciñe a lo dispuesto en el artículo 147 de la Ley 65 de 1993, con la modificación introducida por el 29 de la Ley 504 de 1999.

No obstante, el peticionario considera que la normativa de la Ley 504 de 1999 no puede ser aplicada porque perdió vigencia.

Al respecto se reiterará lo expuesto por esta misma Sala al resolver una situación similar:

‘...inadvierte el actor que tal como con acierto lo hizo ver el Tribunal y la Sala de Casación Penal de esta Corporación lo definió en Sala de Decisión de Tutelas, el precepto en discusión conserva su vigencia como quiera que el artículo 46 de la Ley 1142 de 2007 amplió con carácter indefinido las normas incluidas en el capítulo IV Transitorio de la Ley 600 de 2000, es decir, las que regulan la justicia penal especializada.

En ese orden, es claro, entonces, que para las autoridades judiciales accionadas se imponía la aplicación del numeral 5º del artículo 147 de la Ley 63 de 1993 con la modificación introducida por el artículo 29 de la Ley 504 de 1999 y la correspondiente verificación de los presupuestos normativos allí exigidos, ejercicio que en el caso concreto arrojó resultados desfavorables a las pretensiones del sentenciado e impidió la concesión del beneficio reclamado por cuanto se insiste, el demandante fue juzgado por la justicia especializada y no ha descontado el 70% de la pena impuesta.

Del análisis a la decisión proferida en la instancia, se observa que la misma se ajustó a los parámetros establecidos para la procedencia de la concesión del beneficio, encontrando pleno respaldo de esta Sala, por tanto, los argumentos esgrimidos en el escrito de impugnación carecen de sustento legal para variar dicha decisión, por cuanto el más alto Tribunal de la jurisdicción ordinaria del país, en sede de tutela –sentencia del 20 de noviembre de 2009-, se refirió al tema planteado por el accionante de la siguiente manera:

“Ahora bien, no es cierto que la Corte Constitucional con la sentencia T-635 de 2008 hubiese dado una interpretación distinta a la aplicación de la norma antes citada. Todo lo contrario, lo que indicó es que, si bien la condición del cumplimiento del 70% de la pena para condenados por justicia especializada constituye presupuesto para la concesión de permisos administrativos de hasta 72 horas, ese mismo requisito no tenía ninguna influencia respecto del nivel de seguridad que cobijaba al interno. Dijo la Corte:

 

“El requisito de haber descontado el setenta por ciento (70%) de la pena impuesta, tratándose de  condenados por los delitos de competencia de los Jueces Penales de Circuito Especializados no se establece en la Ley 65 de 1993 para incluir a un recluso en una fase de alta o mediana seguridad, sino para obtener el  permiso de salida por 72 horas. En consecuencia, cuando una persona solicita ser clasificada en la fase de mediana seguridad, la exigencia del cumplimiento del 70% de la pena, es violatoria de sus derechos.”
 

Obsérvese que el ordinal 5° de la norma en cita, es claro al señalar como presupuesto  para acceder al aludido permiso que el sentenciado debe: “Haber descontado el setenta por ciento (70%) de la pena impuesta, tratándose de condenados por los delitos de competencia de los jueces penales de circuito especializados”. Así mismo, el numeral 6° establece que debe haber observado buena conducta, certificada por el Consejo de disciplina.

Así las cosas, no se puede desconocer que el referido permiso ha sido establecido como un beneficio para los sentenciados que como ya se indicó, cumplan con los requisitos señalados en la referida norma, sin que con relación a su aplicación pueda señalarse vulneración alguna de los derechos de los sentenciados.

Como ha quedado reseñado en el expediente, JOSÉ ALEXÁNDER ALFONSO MUÑOZ  fue enjuiciado en primera instancia por el Juzgado Penal del Circuito Especializado de la ciudad de Manizales, teniendo en cuenta la calidad y categoría de delitos que se le endilgaron, siendo intrascendente realizar otras apreciaciones pues los presupuestos de procedibilidad para acceder al permiso administrativo de las 72 horas es claro y preciso, sin que contemple alternativas diferentes, ni de su contenido resulte factible inferir que pueda acudirse a compensaciones de naturaleza distinta, los sentenciados cuya situación se encuadre al referido precepto, necesariamente serán cobijados por sus consecuencias, es decir, satisfacer un tiempo mayor de privación de la libertad. 

Por lo tanto, la Sala está en total acuerdo con el criterio del a quo, y respalda  la decisión tomada en la instancia, ante el incumplimiento de las exigencias para hacerse acreedor JOSÉ ALEXÁNDER ALFONSO MUÑOZ del permiso pretendido. 
En ese orden de ideas, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira,
RESUELVE:
PRIMERO: MODIFICAR las decisiones de los días 7 de marzo y 12 de mayo de 2016 proferidas por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas de esta ciudad, dentro del expediente de cumplimiento de sentencia del señor JOSÉ ALEXÁNDER ALFONSO MUÑOZ, cartulario identificado con el numero interno de los Juzgados de ejecución 2014-28337. 

SEGUNDO: Consecuente con lo anterior, se reconoce al señor JOSÉ ALEXÁNDER ALFONSO MUÑOZ la cantidad de treinta y nueve (39) días como tiempo redimido entre los meses de noviembre de 2015 a enero 31 de 2016.

TERCERO: Confirmar – por las razones atrás aludidas - la decisión proferida el 17 de mayo del año en curso dentro de este mismo encuadernado por medio de la cual se le negó el permiso administrativo por 72 horas al señor JOSÉ ALEXÁNDER ALFONSO MUÑO,Z.

CUARTO: Devolver la actuación al Juzgado de origen, para que continúe con la ejecución de la sentencia.
QUINTO: Contra esta decisión no procede recurso alguno.

  NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

� ARTICULO 49. Las normas incluidas en la presente ley tendrán una vigencia máxima de ocho (8) años. A mitad de tal período, el Congreso de la República hará una revisión de su funcionamiento y si lo considera necesario, le hará las modificaciones que considere necesarias.


� Recordemos que el juez A quo trae a consideración análisis sobre beneficios de horas no hábiles que no tienen acople en la discusión jurídica ya que eso es un tema de competencia de las autoridades penitenciarias quienes deben autorizar el trabajo en horas no hábiles, y el juez de ejecución únicamente debe velar por la legalidad de la certificación en cuanto a que no se sobrepasen los límites legales establecidos





PAGE  
Página 10 de 10

